




































































































De hecho, todavía no hay acuerdo sobre qué modalidad tiene más probabilidades de 

proporcionar una traducción precisa e inmediata en la sala del tribunal. Frente a esta 

situación, cabe mencionar aquí las recomendaciones formuladas por el código de los 

Estados Unidos para procedimientos judiciales federales sobre el uso de la modalidad de 

interpretación, que indica que: 



















































como 

responsabilidades del intérprete hacia los autores de los discursos.

A fin de obtener una 

perspectiva general de las referencias oficiales en las que se establecen estas dos nociones, 

nos hemos basado en el enfoque adoptado en los estudios de Hale (2010) y Ortega 

Herráez (2011), para ofrecer un resumen esquemático de los contenidos ilustrativos 

indicados en los códigos deontológicos de cuatro países representativos, Estados Unidos, 



Canadá, Reino Unido y Australia, sobre los principios de fidelidad e imparcialidad, en la 

siguiente tabla. 

 











Tryuk, 2006: 8), 

no existe ningún intérprete que sea capaz de transmitir todos los elementos de los 

enunciados producidos por los interlocutores literalmente (Biernacka, 2019: 33) y, 

aunque existiera, no sería la persona requerida para ofrecer este servicio de intercambio,

el acto de interpretación no es una transmisión mecánica de palabras, sino que su 

objetivo final es la comunicación (Ortega Herráez, 2011: 156). Por tanto, si bien es cierto 

que la precisión de interpretación resulta indispensable en este evento comunicativo, no 

es el único factor a tener en cuenta a la hora de evaluar la calidad de este tipo de servicio. 

En este sentido, 

Esto se corresponde con la propuesta de 

. Así pues, sería mucho más beneficioso entender el principio de fidelidad 



con cierta flexibilidad en lugar de concebirlo como un requisito estricto y normativo a la 

hora de implementarlo. De acuerdo con la conclusión o, mejor dicho, la sugerencia 

abogada por Ortega Herráez (2011) sobre la cuestión pendiente respecto al papel que 

debería desempeñar el intérprete judicial, este coincide con los estudios de Morris (1995) 

y Mikkelson (2005),  

[Que e]l intérprete judicial adopte de forma oficial y no oficiosa un papel más activo que 

le permita intervenir mínimamente cuando resulte evidente que la comunicación no es 

posible por malentendidos culturales, aspectos que debería poder identificar, elucidar, 

clarificar de forma explícita. Igualmente los operadores jurídicos deberían dejar de insistir 

en que el intérprete se limite a traducir literalmente, para lo que es necesario que entiendan 

plenamente el complicado papel que desempeña (Ortega Herráez, 2011: 172-173). 

 en este 

intercambio sí que existen factores esenciales que deben ser mantenidos y reproducidos 

de manera completa y sin alterar en el discurso meta. De hecho, 

Hale (2004) y Berk-Seligson (1990/2002) 

que los elementos característicos



 aunque una interpretación fiel es el objetivo final perseguido por las pautas 

y el más alto estándar ético para los intérpretes, existen muchas dificultades en el proceso 

interpretativo que no están reflejadas en los códigos, tanto en lo que respecta a elementos 

lingüísticos como, por ejemplo, la falta de equivalencia en la lengua meta 36 , como 

elementos extralingüísticos, así como una cooperación inadecuada por parte de los 

juristas, exigencias inadecuadas por parte de los participantes en la interacción, malas 

condiciones laborales, etc., y lo cierto es que nadie proporciona medidas efectivas para 

los intérpretes cuando se encuentran ante tales circunstancias. Como bien apunta Hale 

(2010: 118), estos códigos deontológicos simplifican demasiado las cuestiones complejas 

que rodean la labor del intérprete mientras idealizan la habilidad de los intérpretes, pero, 

en realidad, en muchas ocasiones estos son incapaces de sortear diversas dificultades. 

Ante tal dilema, los autores (González et ál., 1991/2012; Mikkelson, 1998; Hale, 2007, 

entre otros) parecen coincidir con las recomendaciones recogidas en el preámbulo de la 

NAJIT, a saber, que, bajo la premisa de seguir los preceptos éticos fundamentales, los 

intérpretes pueden analizar las situaciones según su propio juicio y resolver las 

dificultades siguiendo sus experiencias profesionales. No obstante, cabe insistir en el 

hecho de que la condición necesaria para garantizar que las soluciones sean adecuadas es 

que los intérpretes que realizan las tareas hayan recibido formación profesional. De lo 

contrario resultaría difícil garantizar que sean capaces de ofrecer soluciones aceptables, 

tal y como se puede ver en los problemas de traducción que tendremos ocasión de 

presentar en el estudio empírico. 



































































































































































































































































































































































ofrecido un resumen esquemático de los contenidos 

ilustrativos indicados en los códigos deontológicos de cuatro países representativos, 



Estados Unidos, Canadá, Reino Unido y Australia, así como 




































































